
‘‘Permitirá ampliar
de manera considerable
la capacidad de plazas
del sistema penitenciario,
con altos estándares en
materia de seguridad y
tecnología, beneficiando
las condiciones de
habitabilidad”. 
................................................................

MINISTERIO DE JUSTICIA

La operación de la nueva cár-
cel La Laguna, en Talca, fue ad-
judicada a la constructora San
José S.A., según informó el Mi-
nisterio de Obras Públicas
(MOP). Esta fue la única empre-
sa oferente en el concurso pú-
blico. 

El centro penitenciario, ubi-
cado en el sector de Aldea Cam-
pesina en la capital del Maule,
tiene programada su apertura
parcial para fin de año, lo que
permitirá el ingreso inicial de
cerca de 400 reclusos, en dos de
sus 14 módulos.

La ministra de Obras Públi-
cas, Jessica López, comentó que
la adjudicación, por 30 años,
“formalmente nos permitirá
que este recinto carcelario cons-
truido, comience a recibir a per-
sonas privadas de libertad en
una primera etapa durante los
últimos meses de este año o, a
más tardar, a inicios de 2025.
Este recinto fue construido por
la Dirección de Arquitectura
del MOP y entrará en régimen
completo en 2026, con una ca-
pacidad para más de 2.300 per-
sonas privadas de libertad”. 

En tanto, desde Gendarmería
comentaban en septiembre que
estaban en la fase de “pobla-
miento progresivo”, planifi-
cando y seleccionando a los in-
ternos que se irán en la primera
etapa al complejo. Todos ellos
serían de la región. 

También detallaron que la
empresa que se ganó la licita-
ción proveería servicios tales
como alimentación y progra-
mas de reinserción social, ade-
más de salud. La seguridad, en
tanto, sigue a cargo de Gen-
darmería.

Cómo es el recinto

La nueva cárcel busca abor-
dar la crítica situación de sobre-
población del actual penal de
Talca. Desde el Ministerio de
Justicia se indicó que la puesta
en marcha del recinto “permiti-
rá ampliar de manera conside-
rable la capacidad de plazas del
sistema penitenciario, con altos
estándares en materia de segu-
ridad y tecnología, benefician-
do las condiciones de habitabi-
lidad de la población penal y
con énfasis en el fortalecimien-

to de la labor del personal de
Gendarmería”. 

Con una superficie total de
63.570 m², y una inversión de
UF 1.400.000, el establecimien-
to está diseñado con mejores es-
tándares de habitabilidad y se-
guridad, contando incluso con
un liceo. 

MOP adjudicó la operación a Constructora San José: 

Nueva cárcel de Talca
recibiría a los primeros 400
reclusos antes de fin de año 

Recinto La Laguna tiene una capacidad para más de 2 mil
internos y debería estar totalmente operativo en 2026. 
M. CERDA Y J. C. ROMO

DETALLES.— La nueva cárcel cuenta con una franja de seguridad con
ocho garitas de vigilancia y control vehicular.
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La carencia de infraestructura
y de sitios disponibles para al-
bergar transitoriamente a las
3.945 familias integradas por
9.845 personas, de las cuales
tres mil son niños, es el motivo
por el que la Delegación Presi-
dencial en la Región de Valpa-
raíso está solicitando a la Corte
de Apelaciones un año más de
plazo para cumplir el fallo de la
Corte Suprema, que ordena de-
salojar a los ocupantes de la me-
gatoma del cerro La Virgen en
San Antonio.

Mañana miércoles 6 de no-
viembre vencen los seis meses
de plazo, contados desde que la
sentencia quedó ejecutoriada,
que el máximo tribunal del país
otorgó para cumplir el fallo del
22 de marzo en el cual ratificó el
dictamen de acoger el recurso de
protección interpuesto por los
propietarios del predio, orde-
nando a las autoridades coordi-
nar acciones para resguardar los
derechos de las familias a desa-
lojar. 

El miércoles pasado, estando
ya próximo a agotarse el medio
año concedido, la delegada pre-
sidencial, Sofía González, ingre-
só un “téngase presente” al tri-
bunal de alzada, pidiendo una
prórroga por 12 meses o el plazo
que este estime conveniente.

“Como Gobierno, tenemos
plena conciencia de la responsa-
bilidad que conlleva dar cumpli-
miento al mandato de la justicia
y del impacto para la comuni-
dad, tanto dentro como fuera de
la toma de San Antonio. Por ello,
tras analizar los diversos escena-
rios, herramientas instituciona-
les y medios existentes, se ha
considerado necesario solicitar
un aplazamiento legal (...) mien-
tras se sigue avanzando en las
estrategias de solución”, argu-
mentó González. 

En el escrito ingresado, las au-
toridades aducen que no cuen-

tan “con ningún recurso ni capa-
cidad para financiar y/o imple-
mentar un recinto de albergue
transitorio para acoger a las fa-
milias en los términos declara-
dos por la sentencia de autos”,
ya que, a través de un oficio eva-
cuado el 16 de octubre, la Seremi
de Desarrollo Social se excusó
señalando que “la naturaleza de
la exigencia que el fallo le impo-
ne escapa a su competencia”. 

El escrito agrega que ni la Se-
remi de Vivienda, ni el Serviu ni
la Municipalidad de San Anto-
nio cuentan con glosas presu-
puestarias ni recursos para estos

fines.
Con todo, el documento de la

delegada también acusa a la cor-
poración edilicia de “no haber
ejercido la labor de coordina-
ción” que impuso el fallo confir-
matorio de la Corte Suprema. 

Qué harán en 12 meses

El recurso señala que en esos
12 meses el Gobierno puede
avanzar en su iniciativa de esti-
mular entre los ocupantes ilega-
les la conformación de coopera-
tivas cerradas de viviendas. 

El documento destaca que la

estrategia escogida permitiría a
los propios residentes del cam-
pamento realizar la adquisición
de lotes, “con sentido de corres-
ponsabilidad y colaboración”.

A la fecha, 59 grupos de fami-
lias han expresado su voluntad
de comprar terrenos a través de
cooperativas, que les permitiría
acogerse a un proyecto habita-
cional, pues “resuelto el tema de
la propiedad, al Estado le corres-
ponde realizar las obras propias
para integrar los barrios a la ciu-
dad”.

Los 12 meses de plazo se re-
querirían para que el Minvu y el

Serviu, a través del Programa de
Asentamientos Precarios, desa-
rrollen un diagnóstico sociote-
rritorial que afine el número de
cooperativas a constituir, y eva-
luar el terreno donde se emplaza
el asentamiento con sus afecta-
ciones, riesgos, condicionantes
normativas, mecánicas y evalua-
ción ambiental estratégica.

“Queremos ser claros: como
Estado, no estamos
comprando el terre-
no ni lo vamos a
comprar. Lo que es-
tamos haciendo es
impulsar a las fami-
lias a crear coopera-
tivas y que, por ese
camino, ellas ad-
quieran ese espacio, entendien-
do que las tomas irregulares de
terrenos no son el mejor camino
para obtener una vivienda, exis-
te una vía regular para aquello”,
dijo la seremi de Vivienda, Belén
Paredes. 

Medida “inconsulta”

Pero la propietaria del pre-
dio, la constructora San Anto-
nio, asegura que hasta ahora no
ha sido convocada a conversar
por las autoridades del Gobier-
no, pese a que les ha hecho saber
su disposición a vender al Esta-
do el terreno de 210 hectáreas.
El Ministerio de Vivienda ha
descartado la compra directa.

“Hablan de esta figura de las
cooperativas, que entendemos
que aportarían una cantidad de
dinero y el Estado otra. Pero a
nosotros nadie nos ha pregunta-
do si estamos de acuerdo, si que-
remos participar en el proceso.
Nadie nos puede obligar a ven-
der el terreno a los ocupantes”,
dice su abogado, Diego Pereira. 

“Hemos pedido al ministro
reunirnos y llegar a un acuerdo,
pero ninguna autoridad respon-
de. Todo lo que proponen a la
Corte jamás lo han hablado con
los dueños, ni conmigo”, añadió.

A juicio de Pereira, si bien la
Corte Suprema pidió a las auto-
ridades coordinarse para res-
guardar los derechos de las fami-
lias vulnerables, si ellas hasta
ahora no se han mostrado efica-
ces para hacerlo, no es una razón
que impida que el fallo se cum-
pla y que el desalojo por la fuer-
za pública tenga lugar. “No es
requisito copulativo”, enfatizó.

Incluso criticó que estén fe-
chados en semanas recientes los
oficios por los que los organis-
mos públicos dan cuenta de la

imposibilidad de
acoger transitoria-
mente a las casi 10
mil personas a de-
salojar, preguntán-
dose qué gestiones
hizo en seis meses.

El profesional
aseguró que des-

de mañana, al cumplirse el
plazo dado por la justicia, ya
podrían exigir que el fallo se
cumpla, pero que sus clientes
acogieron la solicitud del di-
putado Tomás de Rementería
(PS) de postergar esta medida
hasta fines de mes, ofreciéndo-
se el parlamentario para ejer-
cer sus buenos oficios ante el
Gobierno para alcanzar una
solución, que para los dueños
pasa por una compra directa
del Estado del predio.

El parlamentario coincidió en
que el Estado no puede desen-
tenderse. “Hay que ver qué rol
va a tener el Estado en esto, por-
que, obviamente, el Estado no
puede quedar incólume, miran-
do cómo pasa esto, porque no es
un conflicto entre privados, es
un conflicto que tiene que ver
con la visión del Estado en mate-
ria de derechos de vivienda hace
muchos años, y especialmente
en la provincia de San Antonio”.

“Además, debe haber aquies-
cencia de los dueños al mecanis-
mo de las cooperativas de vi-
vienda. Yo creo que los dueños
lo que quieren es recibir un pago
por un terreno que es parte de su
patrimonio; no nos podemos ne-
gar la existencia de eso”, aseveró
el legislador. 

Plazo para poner fin al campamento vence mañana y Corte debe decidir si acepta postergarlo: 

Gobierno pide un año extra para cumplir 
el desalojo de la megatoma de San Antonio

MAURICIO SILVA

Entre los argumentos están la imposibilidad de acoger a las más de 10 mil personas que forman parte de la
ocupación ilegal y la necesidad de organizarlos en cooperativas para que compren los predios.

INICIO.— La toma comenzó en 2019 durante el estallido y fue creciendo hasta convertirse en una de las más grandes
del país. Hoy viven allí cerca de 10 mil personas, de las cuales tres mil son niños. 
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‘‘Desde el Estado nos solicitaron la
unificación del terreno, y no entendemos
cómo pretenden ahora que cooperativas
compren por lotes. No tenemos idea de
su propuesta”.
....................................................................................................

DIEGO PEREIRA
ABOGADO DE LOS DUEÑOS DEL TERRENO

‘‘Como Estado, no estamos
comprando el terreno. Lo que estamos
haciendo es impulsar a las familias a 
crear cooperativas y que adquieran ese
espacio”.
....................................................................................................

BELÉN PAREDES
SEREMI DE VIVIENDA

DIAGNÓSTICO
El plazo solicitado es

para afinar diagnósticos
sobre familias y

condiciones del predio.

La discusión de la Ley de Pre-
puestos 2025 entró en semanas
claves, y una de las carteras que
se anticipa que estará marcada
por dificultades —al igual que el
año pasado— será la del Ministe-
rio de Educación (Mineduc), de
la mano de los problemas de vio-
lencia en los denominados liceos
emblemáticos, agravados por la
tragedia del Internado Nacional
Barros Arana (INBA).

Según apuntan parlamenta-
rios, también los recursos que
se otorgan a la Junaeb serán
cuestionados a raíz de la demo-
ra en la entrega del Programa
de Útiles Escolares (PUE), que
recién comenzó a entregarse
durante el segundo semestre.

La senadora Yasna Provoste
(DC) dice que, frente a los he-
chos de violencia, “necesitamos
una respuesta ágil y proactiva,
que incluya la intervención de
equipos especializados con psi-
cólogos, psiquiatras y asisten-
tes sociales, para recomponer la
convivencia escolar en los esta-
blecimientos más afectados; es-
to debe ser parte de un Plan de
Recuperación de Liceos Emble-
máticos, que estamos pidiendo
desde el año pasado”.

Por ello, plantea que “estos
recursos deben asignarse de in-
mediato y ser considerados en
el presupuesto de Educación
del próximo año. Esta crisis de
violencia será un tema funda-
mental para su aprobación”.

Por su parte, la senadora Car-
men Gloria Aravena (Rep) se
suma a los dichos de Provoste, y
también añade que “debemos
evaluar los recursos que se le
otorgan a Junaeb, no podemos
permitir la ineficiencia cuando

se trata de la educación de nues-
tros niños; hasta el día de hoy,
no hemos recibido las explica-
ciones que corresponden res-
pecto a la entrega tardía de ma-
teriales”. 

Y anticipa que “si no hay pro-
puestas concretas, no apoyare-
mos la partida de Educación en
el presupuesto”. 

El director ejecutivo de Ac-

ción Educar, Daniel Rodríguez,
añade que el proyecto de presu-
puesto “refleja las contradiccio-
nes del Gobierno”, y que “el
Presidente dice priorizar la re-
activación educativa, pero su
ejecución es marginal y los re-
cursos se reducen sustancial-
mente”, mientras que los para
gratuidad crecen un 15%. 

“No hay relación entre dis-
curso y realidad”, concluye el
investigador.

Además, rectores del Con-
sorcio de Universidades del Es-
tado de Chile (CUECh), y de la
Red de Universidades Públicas
No Estatales G9, critican el bajo
crecimiento de los recursos ha-
cia la investigación.

El rector de la UC de Valpa-
raíso y presidente del G9, Nel-
son Vásquez, dice ver con “mu-
cha preocupación” los recursos
para Educación y Ciencias.

Senadoras anticipan compleja tramitación:

Violencia en liceos y retrasos
de Junaeb marcarán discusión
del presupuesto de Educación 

Además, se cuestionan recursos para la reactivación educativa
y el aporte a universidades tradicionales y del Estado.
DIERK GOTSCHLICH 

TRAMITACIÓN.— El ministro de Educación, Nicolás Cataldo, está citado
hoy a comisión de Educación de la Cámara de Diputados.
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99,4%
del alza de los recursos
del presupuesto del Mineduc
para 2025 corresponden a

educación superior, marcados
por más financiamiento para la
política de gratuidad en univer-
sidades, institutos profesionales

(IP) y centros de formación
técnica (CFT).

2.320
personas privadas de libertad

podrá albergar la cárcel en 2026.
La actual cárcel tiene una sobre-

población que bordea el 100%. 
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